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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Edgardo Ortuño. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Diego Cánepa, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Jorge Mutio, Jorge Orrico, Nelson Rodríguez Servetto y Javier 
Salsamendi. 


DELEGADOS ] 
DE SECTOR: Señores Representantes Germán Cardoso y Alvaro F. Lorenzo. 


ASISTEN: Señores Representantes Federico Casaretto y Darío Pérez Brito. 


INVITADOS: Delegación de recurrentes integrada por los señores Favio Alfonso, Marlene Chanquet, 
Sergio Duclosson, Carlos Etcheverry, Enrique González, Luis Huelmo y Ruben Toledo. 


Señores Presidente de la Junta Departamental de Maldonado, Gastón Pereira, y Edila 
Florencia Beledo. 


Señores Ediles Martín Laventure y Magdalena Zumarán. 


Señora Directora General de Jurídica Notarial de la Intendencia Municipal de Maldonado, 
doctora María del Carmen Salazar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene mucho gusto en recibir a 
una delegación de recurrentes del Decreto de la Junta Departamental de Maldonado N* 3819/006 de 11 de 
diciembre de 2006 y resoluciones de dicha corporación dictadas en sesiones de los días 10 y 15 de enero de 
2007, integrada por la señora Edila Marlene Chanquet y los señores Ediles Ruben Toledo, Sergio Duclosson, 
Favio Alfonso y Enrique González y a los señores Carlos Etcheverry y Luis Huelmo. 


A continuación daremos la palabra a la delegación de recurrentes, es decir, a los Ediles que han presentado el 
recurso que tenemos a consideración en la Comisión y les exhortamos que traten de ceñirse a los tiempos que 


hemos convenido porque tenemos la autorización de la Cámara, que en este momento está sesionando para la 
aprobación de la Rendición de Cuentas, pero en un marco acotado de tiempo. 


En la sesión de hoy recibimos a quienes ya nos acompañan, los Ediles recurrentes, promotores del recurso; 
luego recibiremos a un conjunto de Ediles que solicitaron tener una entrevista con la Comisión, que incluye 
al Presidente de la Junta Departamental de Maldonado; y, posteriormente, de acuerdo a lo solicitado en la 
sesión anterior -creo que por el señor Diputado Lacalle Pou y otros legisladores-, se planteará la posición de 
la Intendencia Municipal de Maldonado, representada por quien comparecerá en la reunión de hoy que es la 
Directora General de Jurídica Notarial. 


En este marco es que vamos a dar la palabra a nuestros invitados, solicitándoles -una vez más les pido 
disculpas por ello- la mayor brevedad en sus planteos y que sean concisos en los contenidos y fundamentos 
que los han llevado a impulsar el recurso. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Deseo realizar una aclaración a los efectos de que quede 
constancia en la versión taquigráfica. Indudablemente, todos los integrantes de la delegación son 
bienvenidos, pero debe quedar claro que hay dos personas que en este momento no están aquí en 
calidad de Ediles Departamentales sino que son funcionarios de la Intendencia de Maldonado y vienen 
en calidad de asesores de la Intendencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les pediría a nuestros visitantes que nos aclaren esta situación y debo 
decirles, como Presidente de la Comisión, que tenemos este espacio para escuchar a los Ediles 
promotores del recurso. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Aclaro que tanto yo como el señor Huelmo estamos aquí porque en su 
momento fuimos firmantes del recurso. Pero ustedes tendrán la última palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto; los Ediles son recurrentes, por lo tanto corresponde que conformen 
la delegación que nos visita y por supuesto que también son bienvenidos, al igual que el resto de los 
legisladores departamentales. 


Tienen la palabra. 
SEÑOR TOLEDO.- Soy Edil Departamental de la Junta de Maldonado. 


Los compañeros me han nominado para exponer, en primera instancia y muy brevemente, de qué trata el 
recurso. 


Voy a ser muy práctico en cuanto a esto porque, además, no somos juristas, y cuando tenemos algunos 
problemas jurídicos en la propia Junta Departamental -como en este caso; y creo que consta en la versión 
taquigráfica de la sesión en que se trató el decreto-, todos coincidimos que los juristas tendrán que resolver, y 
en ese sentido es que hicimos este recurso. 


Acá se trata de resolver dos cosas. En una oportunidad la Junta Departamental emite un decreto -para 
nosotros un decreto-, que es vetado por el Intendente Municipal; como decreto nosotros entendemos que el 
Intendente tenía la potestad de vetarlo. Posteriormente, cuando se va a tratar el veto que había interpuesto el 
señor Intendente, la Junta Departamental, ante dos mociones que se habían presentado -una implicaba tratar 
el veto y la otra su devolución por improcedente-, en definitiva, resuelve por mayoría, devolver ese veto por 
improcedente. En el correr de toda la discusión que se dio, quedó planteada la legalidad de un acto de la Junta 
Departamental. De acuerdo a la Constitución, si hay un decreto de la Junta, el Intendente tiene la potestad de 
vetar. Si el Intendente veta, para nosotros lo que la Junta tiene que tratar en ese momento es el veto del 
Intendente; lo levanta o no lo levanta, pero tiene que tratarlo. En ningún momento entendimos ni entendemos 
que la Junta, por más mayoría que tenga, pueda devolver por improcedente ese veto. 


Ahora bien; la discusión está dada y en aquel momento se dio en el propio plenario de la Junta respecto a si 
lo que vetaba el Intendente era o no decreto. Creo que los señores Diputados tienen todos los elementos para 
analizar si esto fue decreto o no. Para nosotros es un decreto. 


Cuando sale ese decreto de la Junta es porque se quiso reafirmar algo y se decretó; no fue una simple 
resolución de la Junta o un consejo que dio la Junta. Se le quiso dar un énfasis mayor y se hizo un decreto; 
reitero que para nosotros era un decreto. Como todo decreto, el Intendente tenía la facultad de vetarlo y así lo 
hizo y la Junta, cuando tenía que tratar el veto, lo devuelve por improcedente. En virtud de esto es que hemos 
impulsado el recurso, amparados en el artículo 68 de la Ley Orgánica Municipal, para definir la legalidad de 
ese acto de la Junta Departamental; es ese acto, únicamente, el que nosotros recurrimos. Lo que establece 
tanto la Ley Orgánica como la Constitución, es que el Parlamento debe definirse sobre la legalidad de este 
acto. Y ahí termina el tema. 


SEÑORA CHANQUET.- Soy Edila de la Junta Departamental de Maldonado. 


Quiero decir que el 10 de enero integraba la Junta Departamental como Vicepresidenta, estando de licencia el 
señor Presidente Gastón Pereira, y allí se tomaron tres resoluciones. Una era devolver por improcedentes las 
presentes actuaciones en mérito a los fundamentos de derechos que se encuentran ut supra -los señores 
Diputados cuentan con la versión taquigráfica de todo lo que sucedió esa noche y tienen todos los elementos 
a su alcance-; otra era mantener firme la resolución invocada en el Visto; y la tercera consistía en 
reconsiderar la moción presentada por el coordinador de bancada, Edil Sergio Duclosson a fojas 24. Aclaro 
que se dejó para reconsiderar. 


Esta resolución fue firmada por mí como Presidenta interina -ello era lo que había sucedido en la sesión- y 
luego el Presidente de la Junta, Gastón Pereira, volvió a la Presidencia. Como ustedes pueden ver anuló esta 
resolución. Aquí aparece "errose" en una hoja foliada. Les estoy mostrando fotocopias autenticadas. Tengo en 
mi poder el expediente. 


En el folio 26 del expediente se dice que la Junta Departamental, en sesión extraordinaria del día 10 de enero 
de 2007, por mayoría de 17 votos en 31 resuelve: 1% Devolver por improcedentes las presentes actuaciones, 
en mérito a los fundamentos de derecho expuesto ut supra; y 2%) Mantener firme la resolución invocada en el 
Visto. 


O sea que esta resolución, que aparece en el folio 26, fue separada del expediente y tenemos otra resolución 
con el mismo folio. Esto significa que se elimina una resolución de la Junta Departamental que fue planteada 
por los dos Partidos que existen en Maldonado: el Partido Nacional y el Frente Amplio. Me refiero a la 
reconsideración de la moción presentada por el señor coordinador. 


Quería agregar ese elemento porque me parece importante. 
SEÑOR GONZÁLEZ.- Soy Edil del Frente Amplio. 


Si bien ello es cierto, nosotros pretendemos que la Comisión se expida sobre el fondo de la cuestión; también 
aspiramos a que se interprete la actuación del Presidente en ese momento. Me refiero al hecho de haber 
eliminado esa resolución y haber foliado otra hoja con el mismo número. Entendemos que ahí hay una 
cuestión que es compleja y -reitero- pretendíamos que la Comisión tomara postura al respecto. 


SEÑOR LORENZO.- ¿Qué sentido o fundamento encuentran los señores Ediles a esta situación 
cuando se le pone "errose" a un folio y se hace uno nuevo que, en definitiva, tiene el mismo contenido, 
salvo alguna especificación referente a que es una sesión extraordinaria del 10 de enero y que tiene 
determinada mayoría? 


En definitiva el contenido de la resolución es el mismo. 
Me gustaría que ustedes nos transmitieran cuál es el problema de fondo y no la formalidad de la anulación de 


un folio, etcétera. Me refiero al proceder de la Junta. No estamos hablando del problema de fondo del 
recurso; ese es otro tema. 


SEÑOR LACALLE POU.- Antes que nada deseo agradecer las exposiciones de los señores Ediles. 


Quisiera formular una aclaración y una pregunta. Se solicita en el petitorio que se comunique en forma 
inmediata a la Junta Departamental de Maldonado y al Ejecutivo la interposición de este recurso. Quisiera 
saber qué eficacia puede tener esta comunicación; se supone que busca un efecto suspensivo. En concreto: 
¿el acto que ustedes impugnan está vigente y está siendo derecho positivo en el departamento? 


También deseo aclarar a los señores Ediles que no podemos juzgar, enjuiciar ni evaluar -salvo afuera de este 
recinto- la actitud de un Edil, porque ello está fuera de nuestras competencias. Por consiguiente, en este caso 
no vamos a poder responder a lo que nos solicitan los señores invitados. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Soy Edil del Frente Amplio. 


Esa noche se tomaron tres resoluciones, estando en la Presidencia la compañera Marlene Chanquet; en ese 
momento el Presidente de la Junta estaba de licencia. 


Luego de que se toman esas resoluciones, el Presidente retoma su cargo y las modifica de como se habían 
transcripto en la resolución final, y hace una interpretación de lo que para él era lo que se había votado o lo 
que se había querido votar. Él mismo plantea que hace una interpretación y modifica la resolución que 
aparece en ese folio. 


Evidentemente, en el marco de una situación compleja que vivimos en Maldonado y que esperamos nadie 
desconozca, entendemos que no era una actuación correcta. En principio no estamos de acuerdo con esa 
actuación. 


Nosotros aspirábamos a que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración se 
pudiera expedir desde el punto de vista jurídico o legislativo. Si se entiende que no tiene potestades como 
para poder definirse sobre el asunto, está bien que lo planteen así. 

En principio pensábamos que tenían las herramientas como para tomar una posición sobre el tema y esa era la 


aspiración. No pretendemos que se enjuicie ni que no se enjuicie; simplemente pretendíamos una opinión de 
esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
agradece a los señores invitados por su participación y les pedimos disculpas por lo acotado del tiempo 
en virtud del marco en el que se ha dado esta sesión. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala una delegación de recurrentes) 


(Ingresa a Sala una delegación de Ediles de la Junta Departamental de Maldonado) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene mucho gusto 
en recibir a la señora Edila Florencia Beledo y al Presidente de la Junta Departamental de Maldonado 
señor Edil Gastón Pereira, quienes solicitaran por nota el 29 de mayo de 2007 ser recibidos por la 
Comisión. 


Les damos la bienvenida y les ofrecemos la palabra para referirse al recurso que tiene a consideración esta 
Comisión de la Cámara de Representantes. 


SEÑORA BELEDO.- Muchas gracias por habernos recibido. 


En principio, considero que el tema a estudio de la Comisión ya ha sido laudado en el ámbito de la Junta 
Departamental. Allí la Junta interpretó auténticamente lo que en un momento surgiera con un "nomen turis" 
de decreto, pero cuyo contenido era claramente el de una resolución; ello se lauda a posteriori en ocasión de 
la interposición del veto del señor Intendente, cuando lo devuelve por improcedente y allí argumenta las 
razones que me imagino todos conocerán. 


No obstante ello, personalmente entendemos que más allá de la competencia estrictamente formal y del 
ámbito de las disposiciones constitucionales, desde la interposición del recurso al día de hoy, ha habido 
nuevos elementos que, sin ninguna duda, creemos que compete a esta Comisión analizar. 


Estamos frente a un tema de estricta constitucionalidad o legalidad, o lo estábamos, al tiempo de 
interposición del recurso, porque realmente nosotros habíamos hablado en esos términos. También 
entendíamos que, de algún modo, esa falta de legalidad determinó falta de transparencia en la contratación y 
en todos los asuntos de fondo sobre los cuales ya hemos explicitado largamente. Sin embargo, hace cuestión 
de unos veinte días el propio economista Mauro Mendiburu, integrante del Ejecutivo aún al día de hoy, 
manifiesta que ha habido falta de transparencia -lo hace en un medio nacional; me imagino que lo habrán 
leído- y refiere estrictamente al caso de NETCO. Entonces, yo creo que esa competencia es eventualmente 
limitada por la procedencia o no del recurso y así comienza a tener otra trascendencia que espero que ustedes, 
como depositarios de la probidad pública, tengan en cuenta al tiempo de la evaluación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradecemos lo escueto y conciso del planteo. 


Esta es una situación en la que a muchos les complica seguir el hilo. Hay una adjudicación; esa adjudicación 
es tratada después por la Junta Departamental, la cual le pide al Intendente que dicha adjudicación caiga. El 
Intendente veta esa resolución de la Junta Departamental -al respecto el otro día tuvimos una discusión con el 
señor Diputado Orrico- y, nuevamente, la Junta Departamental devuelve por improcedente este veto. Ese es 
el término que está en discusión: la devolución por improcedente, que sé que a muchos juristas... 


SEÑORA BELEDO.- No sé a qué discusión se refiere el señor Diputado Lacalle Pou, pero todo lo que 
compete al Intendente surge de la Ley N” 9.515 en su artículo 35; pero me lo dirá luego. 


SEÑOR LACALLE POU.- Los Ediles que nos visitaron hace unos instantes justamente nos plantearon 
la naturaleza jurídica del acto en base a devolverlo por improcedente y no rechazar el veto, levantar el 
veto, como se dice jurídicamente. Creo que vale la aclaración. 


Pero el recurso presentado por los Ediles que nos visitaron recién -y salto a otro tema- establece en el 
petitorio, en su numeral 2) lo siguiente: "Que mientras se sustancia el presente recurso se comuniquen en 
forma inmediata a la Junta Departamental de Maldonado y al Ejecutivo Comunal, la interposición del mismo, 
a los efectos de lo dispuesto por el art. 69 de la Ley N* 9.515". Ahí es donde nos surgen algunas 
interrogantes. La primera: ¿qué ha sucedido a partir de la interposición de este recurso? ¿Se ha congelado 
alguna situación de hecho o jurídica en el departamento de Maldonado? ¿Qué es lo que está sucediendo ahora 
y lo que debería haber sucedido al momento de interponer este recurso si se cumple con el petitorio del 
numeral 2)? 


SEÑORA BELEDO.- En principio quisiera hacer una aclaración 


Cuando el señor Diputado Lacalle Pou historiaba respecto a cuál fue la situación de Satenil, no hubo una 
adjudicación en la que hubiese intervenido la Junta. En el inicio hubo una presentación mediante el 
mecanismo previsto por los artículos 19 y 20 de la Ley de iniciativa privada, a los cuales no se ajustó -no 
hubo estudios de factibilidad-; allí hubo una especie de presentación, pero de ningún modo ajustada a las 
previsiones de los artículos 19 y 20 de la ley N* 17.555. 


Como imagino que se habrá tomado conciencia de que no se cumplía con lo dispuesto por estos artículos, se 
determina que se va a obviar la licitación pública, contratándose de acuerdo a lo previsto en el artículo 33 del 
literal e) del TOCAF y refiriendo a una urgencia determinada por el huracán que azotó Maldonado en esas 
fechas, en realidad unos meses antes, y que, supuestamente, había destruido el mobiliario urbano, garitas, 
etcétera. Luego resultaron ser tres garitas las que fueron destruidas por el huracán. No hubo certificación 
previa del Tribunal de Cuentas, como se requiere. O sea que no hubo una adjudicación; hubo una compra 
directa sin cumplir con los requisitos del TOCAF. Tampoco hubo certificación previa; luego el contrato que 
se celebra es, a su vez, observado por el TOCAF, el que manifiesta que es nulo; se interponen recursos cuyo 
efecto suspensivo no es levantado y, sin embargo, se sigue adelante con una enormidad de dificultades y 
desprolijidades graves. Pero luego llegamos al punto que usted manifiesta, donde la Junta Departamental -en 
una resolución cuyo "nomen turis" por supuesto aceptamos fue erróneo- determina la necesidad de la urgente 


caída de este contrato monopólico, donde una empresa factura cifras millonarias. Eso sucedió al inicio de la 
temporada. 


Lo que ocurrió de acá en más, es nada: es un desconocimiento absoluto del Tribunal de Cuentas y, a su vez, 
de la Junta Departamental, ambos organismos de contralor del Ejecutivo. 


Por otra parte, lo que ha venido sucediendo es que con la interposición de este recurso sigue firme el contrato 
y eso ha dado tiempo a la empresa para facturar tranquilamente durante toda la temporada estival. 


No sé sí esto responde la pregunta del señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los invitados no tienen por qué conocer el Reglamento de la Cámara, pero 
les voy a pedir que se dirijan a la Presidencia. 


Haré una segunda solicitud, no solo para los invitados sino también para los integrantes de esta Comisión -a 
pesar de que conocen el Reglamento de la Cámara-, en el sentido de que nos remitamos al tema en 
consideración, es decir, al recurso de apelación presentado por los Ediles en relación al decreto de la Junta 
Departamental N* 3819 de 2006, de 11 de diciembre de ese año y resoluciones de dicha corporación dictadas 
los días 10 y 15 de enero de 2007. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Agradezco la presencia de los señores Ediles en esta Comisión. 


Haré una pregunta al ingeniero Gastón Pereira porque quizás él nos pueda aclarar un poco el tema. 


Los integrantes de la delegación anterior que estuvieron hace unos minutos acá -realmente no entendí mucho 
lo que plantearon y por esa razón formulo esta pregunta- cuestionaron la actuación del Presidente de la Junta 
Departamental de Maldonado en algunas de las resoluciones que obran en este recurso. Cuestionan, por 
ejemplo, la anulación de una resolución firmada por la Presidenta interina Marlene Chanquet, y expresan que 
se tachó lo que se establecía y en su lugar dice "errose" en una hoja foliada al reintegro del Presidente Gastón 
Pereira. También cuestionan la devolución del veto interpuesto por el Intendente por improcedente. Es decir, 
cuestionan la actuación de la Presidencia. Por consiguiente, pediría que nos aclararan algo al respecto. 


SEÑOR GASTÓN PEREIRA.- Yo presumo que en el Parlamento, cuando se está tratando un tema y 
se dicta una resolución sobre ese asunto, las mociones que sean excluyentes respecto a lo que resolvió el 
Cuerpo, en este caso nuestra Junta Departamental... 


(Interrupción de varios señores Diputados) 


Reitero que presumo que en el Parlamento, cuando se presentan dos mociones, que a la luz de la 
votación resultan excluyentes, se toman los recaudos y facultades que tiene -en este caso- la Junta 
Departamental para reconsiderar el tema. Aclaro que en la Junta Departamental los temas se pueden 
reconsiderar solamente una vez. 


Esta situación se verificó cuando el asunto se trató el día 11 de enero; la votación fue rectificada tres veces y 
se solicitó la reconsideración del asunto. Reitero: se solicita la reconsideración de una de las mociones y el 
resultado de la votación es negativo. ¿Qué quiere decir eso? Que esa resolución queda firme. 


En cuanto a la otra moción -que es excluyente- expreso que lo que normalmente se hace en los ámbitos 
democráticos y transparentes es archivarla. No se le comunica a un organismo externo que durante el trámite 
de una sesión hubo una moción que era contradictoria con esa otra y que, a lo mejor, se trata algún día. 
Simplemente se le comunica al organismo externo -en este caso a la Intendencia Municipal- que sobre 
determinado punto recayó una resolución y que esa resolución es tal. No se le dice simultáneamente a la 
Intendencia: ¿sabe que hubo otra moción que a lo mejor la tratamos”... No; porque si ya quedó firme con una 
reconsideración que puede ser solicitada una sola vez...; situación que se verificó y ustedes tienen la versión 
taquigráfica, material que entregaremos a la Comisión. De ninguna manera se puede admitir que en la 
resolución se agregue un tercer ítem que diga: ¿Sabe que vamos a tratar una moción, señor Intendente?; ¡una 
moción que es, a la luz de lo que fue la votación, a la luz de lo que fue el trámite durante la sesión, 


exactamente contradictoria o excluyente respecto a aquella que quedó firme! No resiste ningún análisis que 
se le comunique al Municipio que hay una moción que está a estudio o pendiente. Eso es lo que está escrito 
allí por la señora que estaba oficiando de Vicepresidenta. Enterado que fui por la Secretaria General de la 
Junta de esta situación -en ese momento me encontraba de licencia- le dije que por favor transmitiera a la 
señora Vicepresidenta que no fueran a cometer ese error porque desde el punto de vista jurídico era un 
mamarracho. La Vicepresidenta se resistió a ello y firmó la resolución en esos términos. 


Es el primer antecedente, en el ámbito de la Junta Departamental, donde se le transmite al Municipio que hay 
una moción que está pendiente respecto a un tema que ya fue resuelto y que no puede ser reconsiderado. Al 
advertir que se estaba violando flagrantemente el Reglamento de la Junta Departamental y lo que es un 
normal funcionamiento, levanté la licencia, retomé el cargo, corregí la situación, me informé con el asesor 
jurídico y le pregunté cómo se podía resolver esa situación. Me respondieron que esa segunda moción es de 
trámite imposible; no hay manera de que en la próxima sesión de la Junta o algún día se vuelva a tratar 
porque ya recayó resolución firme sobre ese asunto. ¿Qué es lo que corresponde? Lo que corresponde es 
corregir, desglosar... ¿Quién la firma? Aquellos que están haciendo las veces de Presidente y de Secretario. 


Cabe aclarar, además, que ese día la Secretaria estaba de licencia; yo no sé si acá en el Parlamento los 
Secretarios firman resoluciones estando de licencia. 


(Interrupción del señor Diputado Germán Cardoso) 


No; presumo que no; no es de estilo. Pero, al margen de eso que es una perlita, creo que lo grave es 
lo otro. Lo grave es que no se puede estar pretendiendo confundir al señor Intendente ni a la opinión 
pública ni al resto de los Ediles ni a los funcionarios administrativos de la Junta con temeraria decisión 
o resolución, evidentemente sectorizada, pero que nada tiene que ver con lo que es el Reglamento de la 
Junta ni la Constitución de la República ni la Ley Orgánica Municipal. 


Por consiguiente, corregimos el asunto -no teníamos más remedio- y ello era lo único que correspondía 
hacer; se le puso "errose", tal cual lo manifestó el asesor jurídico de la Junta, se desglosó y se corrigió la 
resolución. Se dejó estrictamente lo que era la resolución firme; lo otro era juego de artificios, por decirlo de 
alguna manera. 


Como consecuencia de todo esto fuimos tratados de delincuentes. Nosotros, que veníamos a corregir una 
situación irregular que había en el ámbito de la Junta Departamental, fuimos acusados de un acto delictivo - 
ello consta en el recurso- creemos que injustamente. Nosotros nos hemos ceñido siempre al Reglamento de la 
Junta Departamental y más o menos tenemos idea de cómo funciona. Dejaremos a disposición de los 
integrantes de la Comisión una fotocopia del Reglamento de la Junta y queremos hacer énfasis en los 
artículos 76 y 77. 


El artículo 76 que está incluido en el Capítulo VII refiere a la reconsideración y establece que no podrá 
volverse sobre un asunto ya votado, si no es por vía de reconsideración, la que deberá ser planteada en la 
misma sesión -situación que se dio en este caso- o en los asuntos entrados de la primera sesión ordinaria que 
se celebre posteriormente a la consideración del asunto cuya reconsideración se pide. Este pedido podrá 
fundarse durante cinco minutos, se votará sin debate. Entonces, necesita mayoría de presentes para tomar 
resolución. Acordada la resolución, la Mesa pasará el tema a la Comisión de Asuntos Internos para su 
inclusión en el orden del día. 


En el artículo 77 establece se dice que una reconsideración tendrá efecto suspensivo, salvo resolución en 
contrario. Y en este caso había una resolución firme, cuyo contenido era excluyente de la primer moción. 


Es verdad que al inicio del tratamiento de este asunto, y por un acuerdo que hubo entre el Edil Toledo y el 
Edil Blas -uno del Frente Amplio y otro del Partido Nacional-, se acordó que no se definiera si eran 
excluyentes hasta tanto no se dilucidara la votación. Incluso lo expresa la Vicepresidenta. Dice que va a 
esperar que se defina -porque además fue lo acordado- si son excluyentes o no de acuerdo a cómo se vote. Se 
vota; se rectifica tres veces la resolución; queda firme la segunda moción, que creo es la que presentan los 
Ediles Beledo y Núñez, y se solicita la reconsideración, cuyo resultado es cero en treinta y uno. ¿Qué quiere 
decir eso? Que queda firme la resolución que se acaba de tomar; que no hay voluntad política del órgano, del 
Cuerpo, de la Junta Departamental, de reconsiderar el tema. Reitero que queda firme. Entonces, de ninguna 


manera podía instrumentarse ese deseo que tenía la Vicepresidenta de tratar algún día, seguramente siguiendo 
algún mandado, de que en la próxima sesión ordinaria se podía tratar. 


Aclaro que la próxima sesión ordinaria del día 11 de enero, era el 28 de febrero. Esta impugnación no es 
jurídica; esta impugnación es política. La consecuencia política que tenía de que se tomase la resolución 
después del 28 de febrero -que era cuando iba a ser la primer sesión ordinaria- era mantener firme este 
contrato que, a todas luces es nefasto, funesto, deplorable y diría que siniestro para lo que es la transparencia 
en el departamento de Maldonado. ¿Por qué digo esto? Porque nosotros tenemos, en el ámbito de la 
Comisión Investigadora que integramos con la compañera Beledo y que presidimos durante siete meses - 
lamentablemente no pudimos estar en las últimas tres semanas-, presupuestos elevados por Satenil S.A. a 
empresas privadas en las que los montos del metro cuadrado de cartelería ascienden a casi US$ 1.000. Este 
contrato establece, en definitiva, que Satenil tiene el monopolio hasta 1.000 metros cuadrados. Si Satenil 
pone la pata en el freno en 999 metros cuadrados nadie más entra al departamento de Maldonado a vender 
publicidad. ¿Qué significa esto? Que Satenil puede facturar perfectamente US$ 999.000 por temporada; esa 
es la situación que se da. 


Entonces, frenar la acción que tenía que llevar adelante el Intendente para cumplir la resolución de la Junta 
de hacer caer el contrato, permitía que Satenil S.A. continuara facturando como lo sigue haciendo hasta el día 
de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a recordarles, y en este caso no con el preciosismo formal que me 
caracteriza, que no estamos discutiendo el contrato de Satenil S.A.; esa es otra discusión. Podemos 
ponernos de acuerdo para tratar el tema en otro momento y no tengo ningún inconveniente en hacerlo. 


Pero en el día de hoy, los miembros de la Comisión no han sido citados para ello, si bien entiendo que es un 
tema discutible. Aquí se están dando opiniones, pero tengo claro que existen otras interpretaciones, así como 
también otros contenidos. 


Por consiguiente, les exhorto que nos ajustemos al tema en debate o, de lo contrario, deberemos replantear la 
sesión. 


SEÑOR LACALLE POU.- Todos los actos jurídicos tienen una realidad y una materia. Esta materia 
corresponde a la adjudicación directa de la Intendencia a Satenil SA. 


Yo no he entrado en el tema -ya lo hemos conversado- y no voy a hacerlo hoy, pero es obvio que por lo 
menos lo vamos a rozar. Aclaro que no voy a ingresar en el tema. 


Voy a reiterar una pregunta que le hacía a los invitados. Cuando en el petitorio este recurso establece o 
solicita que se comunique a la Junta Departamental y a la Intendencia, supuestamente es porque se busca un 
efecto suspensivo de la devolución por improcedente del veto. Supuestamente, la devolución por 
improcedente del veto generó un efecto jurídico. Mi pregunta es la siguiente: ¿en algún momento hubo un 
congelamiento de la resolución primaria, que es la que estaría descartada por el veto, o siguió funcionando y 
el petitorio que hacen estos Ediles de que se comunique es algo simplemente formal y que no va a tener 
resultado en la realidad? 


Voy a ser bien claro: ¿en algún momento dejó de funcionar la concesión a Satenil por la devolución del veto 
que ustedes le hicieron al Intendente, y este numeral está al santo botón, hablando en términos jurídicos, o en 
algún momento se congeló? 


SEÑORA BELEDO.- No; no hubo ninguna variable y es tal como lo veníamos diciendo antes. Lamento 
que quizás se entienda que esto haga al fondo del asunto pero lo cierto es que acá no hubo ninguna 
consecuencia jurídica. Y aclaro que no hubo consecuencia jurídica de nada: ni de un Tribunal de 
Cuentas que dice que es nulo; ni de una Junta Departamental; ni de una interposición de un recurso 
ante esta Cámara. Nada ha tenido la menor consecuencia con un contrato con el que se sigue adelante 
y no interesan los costos que por eso haya que pagar. Aún si se dice que somos torpes: sí somos torpes. 
Aún cuando un Director de Hacienda dice: "acá hay falta de transparencia; no sé si no me voy". 


Lamento rozar el fondo del asunto pero así es. No hubo la menor variable y lamentablemente no 
solamente el artículo 69 de la Ley_N” 9.515 es el que está al santo botón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo a los integrantes de la Comisión que la Cámara ha votado el 
permiso para sesionar hasta las 12 y 30. 


SEÑOR LORENZO.- Estamos hablando sobre distintas situaciones. Una surgió con la comparecencia 
de otros Ediles antes de que estuvieran presentes ustedes y me refiero al asunto del trámite, a lo que el 
Intendente interpuso: llámese observación; llámese observación por las dudas en el ámbito de la Junta 
Departamental. En esta materia, nosotros, como Comisión de la Cámara de Representantes, no 
tenemos nada que hacer; nada. 


En cualquier caso, si alguien entiende que el señor Presidente de la Junta Departamental de Maldonado 
cometió algún acto irregular, ilícito o lo que sea, lo tiene que plantear vía juicio político con el voto de un 
tercio de los Ediles frente al Senado. Así que en este asunto nosotros no tenemos nada que hacer. Y no 
deberíamos haber recibido a señores Ediles -pero yo siempre estoy a favor de recibir ampliamente a quien 
sea- que lo que hacen es cuestionar la actuación del Presidente en ese proceso. Me interesa el tema, pero 
reitero que desde mi punto de vista nosotros no tenemos nada que hacer en lo que concierne a este asunto y, 
por supuesto, no nos corresponde cuestionar la actuación del Presidente y, si otros la cuestionan no lo 
tendrían que hacer ante esta Cámara ni ante sus Comisiones. 


El tema en el que sí tenemos algo que ver es en lo que puede llamarse un recurso contra una resolución del 
Intendente o un decreto de la Junta Departamental, llegado el caso. Y ahí es que esto llega a la Cámara; 
entonces sí tenemos que analizar todo, tanto desde el punto de vista formal como desde el punto de vista 
sustancial y entrar a los temas de fondo. Lo que pasa es que como estamos hablando de lo que sucede con la 
expresión "errose", con la resolución uno o dos y la reconsideración, estamos perdiendo de vista el tema de 
fondo, que es si estamos ante un recurso, contra una resolución del Intendente o ante qué estamos. 


SEÑOR ORRICO.- En realidad el señor Diputado Lorenzo dijo "contra una resolución del 
Intendente" y me parece que quiso decir contra una resolución de la Junta. Aclaro esto porque si no no 
se va a entender en la versión taquigráfica lo que quiso decir. Me parece que allí hay una confusión. 


SEÑOR LORENZO.- Tiene razón el señor Diputado Orrico. Lo que sucede es que yo estoy tratando de 
referirme a lo que en otra ocasión, o en otro tema, definí como un menjunje, donde hay intercambios 
de resoluciones. O sea, hay una resolución del Intendente, la firma de un contrato y la Junta emite un 
acto, que puede ser una resolución o un decreto, por el que intenta echar eso para atrás. El Intendente 
lo observa -diciendo que no tiene que observarlo pero, por las dudas, lo observa- y la Junta dice que lo 
devuelve por improcedente pero que lo mantiene. 


(Diálogos) 


Eso lo vamos a discutir después porque ni lo que diga la Junta ni lo que diga el Intendente nos 
vincula y lo que acá se está tratando de hacer, en general, es eludir la consideración del tema de fondo. 
Ese es el tema. No quiero ir por el lado de los formalismos; ya vamos a discutir los formalismos. 


¿Cuál es el tema de fondo? ¿Hay o no un acto irregular que está siendo sometido a consideración de esta 
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Cámara? ¿Se cumplió con los procedimientos apropiados para que esta Cámara entre a considerar el tema? 
Esos son los asuntos. 


Con mi intervención busqué contribuir -lo que pasa es que a veces las interrupciones no lo permiten- con lo 
que el señor Presidente estaba planteando en cuanto a poner el punto en discusión en su situación real, que no 
es la actuación del Presidente de la Junta. Nosotros no tenemos que hacer valoraciones sobre la actuación del 
Presidente de la Junta, más allá de que yo considere, en lo personal, que fue correcta desde el punto de vista 
formal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda el señor Diputado Lorenzo interpretó la lectura que hicimos del 
objeto a estudio que, vuelvo a insistir, es el decreto de la Junta N” 3819 y las resoluciones de dicha 
corporación de las sesiones que corresponden a los días 10 y 15 de enero. 


SEÑOR ORRICO.- Simplemente deseo hacer una aclaración conceptual, para mí muy cara, que es la 
siguiente: yo no creo en la diferencia entre formas y contenidos. Al respecto tuve una discusión en la 
década del sesenta que era sobre un tema mucho más importante y referido a otras cosas. Creo que las 
formas están al servicio de los contenidos y si no hay forma no hay contenido; la protección a los 
derechos y a las potestades están ahí 


Independientemente de eso, yo puedo estar de acuerdo con gran parte de lo que dijo el señor Diputado 
Lorenzo, pero me parece que lo que acá estamos haciendo es recibir a una delegación de gente que se ha 
objetado, objetivamente, y en este momento no me estoy expidiendo si se debe estar de acuerdo o no. 
Además, creo claramente que esta Cámara es incompetente para juzgar la actuación de un Presidente y no 
tengo por qué ocultarlo acá. En definitiva, considero que cuando se recibe a una delegación se lo hace para 
hacerles preguntas y para que aclaren, y no para debatir entre nosotros. Me parece que el momento del debate 
es otro; tradición que, por lo menos, desde hace doce años y medio que yo integro esta Comisión se ha 
mantenido. No discutir delante de invitados, sino pedir a los invitados aclaración sobre lo que ellos sostienen 
y me parece que ese sí es un insumo muy importante. Creo que aquí hemos recibido de parte de los Ediles de 
Maldonado información muy seria desde su punto de vista y muy bien expuesta, la que tendremos que 
analizar. 


Lo que corresponde es, si se quiere, que se hagan preguntas, pero no debatir entre nosotros ahora. En todo 
caso, nosotros no vamos a entrar en el debate, lo cual no significa asentir nada de lo que acá se diga; 
simplemente estamos planteando lo que nos parece es una regla de juego correcta. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Más allá de las formas, los contenidos y esas diferencias de 
conceptos que aquí se intentan aclarar de una parte y de otra, me gustaría apuntar al tema de fondo. 
No podemos desconocer que todos somos parte de un Poder Legislativo que recibe a las delegaciones, y 
los temas se plantean y se analizan; necesitamos aclaraciones y a eso apunta mi pregunta. 


El Presidente de la Junta expresó que es notoria la falta de transparencia en todo el proceso. Me gustaría, 
brevemente, tener una idea aproximada de cuál ha sido, a su juicio, todo ese proceso en el que no han estado 
dadas las garantías imprescindibles de los procesos formales. 


Esa es mi pregunta para el Presidente de la Junta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa reitera que el temperamento de la Comisión debería apuntar, en 
parte, a lo que ha planteado el señor Diputado Orrico. 


Francamente, creo que la consulta del señor Diputado Cardoso no se ajusta al objeto de estudio que tenemos 
en el día de hoy, que es lo relativo al recurso. 


SEÑORA BELEDO.- Quisiera hacer una última apreciación y seré muy breve. 


Yo estuve leyendo algunas versiones taquigráficas de sesiones anteriores y diría: "ni muy muy, ni tan tan", 
señores Diputados. Realmente hay que analizar, y con profundidad, las competencias de esta Cámara, para 
ver si inclusive no rozaría, quizás, hasta con lo ético el ingresar al fondo de este asunto. También quería decir, 
volviendo al "ni muy muy, ni tan tan", que leí por allí algunas afirmaciones respecto -inclusive- a la 
inexistencia o nulidad de todo lo que había ocurrido desde la celebración del contrato con Satenil S.A. y todo 
lo que pasó de allí en adelante. 


Creo que acá estamos un poco excedidos. Por un lado, veo como un cierto desequilibrio: en algún punto la 
intención de arribar al estudio de algunas cosas es objetada en virtud de no tener competencias. Pero, por otro 
lado, me da la impresión que se excede de la competencia de lo que es un Poder Legislativo, determinar la 
nulidad de ciertos actos jurídicos por sí y ante sí. Por esa razón creo que hay que respetar la competencia de 
todos los organismos del Estado, como el Tribunal de Cuentas, pero también del TCA. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro a los integrantes de la delegación que los señores Diputados y la 
Comisión se atienen a las competencias que la Constitución y la ley le establecen y siempre lo tenemos 
presente. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Sin ánimo de polemizar ni entrar en debate sobre el tema, creo 
que es muy mala cosa el antecedente que hoy se está dando aquí. 


Me refiero a que en el día de hoy concurra a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Diputados el Presidente de una Junta Departamental; que en sus conceptos 
ponga en conocimiento de esta Comisión que ha habido falta de transparencia en un proceso de adjudicación 
y cuando un señor Diputado le requiere ampliar esa información, el Presidente, en nombre de la Comisión y 
al amparo de la mayoría parlamentaria que su partido político le da, niegue esa ampliación de información. 
Me parece que se está cayendo en un acto de omisión por parte de esta Comisión, y quiero dejar sentado en la 
versión taquigráfica que no estoy para nada de acuerdo y que me parece un verdadero disparate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo también quiero dejar sentado en la versión taquigráfica que el señor 
Diputado se equivoca -tiene todo el derecho de hacerlo-, y que este Presidente, así como seguramente 
todos los señores Diputados, está dispuesto a habilitar -cuando así lo acordemos- intercambios sobre 
los temas que se entienda necesario. 


También le recuerdo al señor Diputado que tiene la posibilidad de intercambiar información con el Presidente 
de la Junta cuando lo entienda pertinente y así lo disponga. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración agradece la visita de la 
delegación de Ediles de la Junta Departamental de Maldonado. 


(Se retira de Sala una delegación de Ediles de la Junta Departamental de Maldonado) 


(Ingresa a Sala otra delegación de Ediles de la Junta Departamental de Maldonado) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida a 
otra delegación de Ediles de la Junta Departamental de Maldonado integrada por la Edila Magdalena 
Zumarán y el Edil Martín Laventure. 


SEÑOR LAVENTURE.- Antes que nada agradezco a los miembros de la Comisión por recibirnos; 
sabemos que el tiempo de que disponemos es corto, así que trataremos de aprovecharlo al máximo. 


En primer lugar, expreso que concurrimos en representación del Partido Nacional pero, fundamentalmente, 
como Ediles de Maldonado. 


Queremos dejar en claro que la situación que se generó no tiene que ver con un problema interno de un 
partido político y no es un tema únicamente político sino que, fundamentalmente, es un tema institucional en 
el que, a nuestro criterio, estaba en riesgo, justamente, la institucionalidad en el departamento de Maldonado. 
En su momento, nuestro partido político tomó la posición de respaldar lo que la Junta votó; asimismo 
respaldó lo actuado en su momento por el Presidente, quien debió retomar su actividad porque, desde nuestro 
punto de vista, quienes en esos momentos ejercían la Presidencia de la Junta estaban poniendo en riesgo la 
institucionalidad, así como también que hubiera un conflicto entre la posición del Ejecutivo y la del 
Legislativo Departamental. 


Entrando en el fondo del tema, expresamos que la posición del Ejecutivo vetando, por las dudas, el decreto 
de la Junta no hace más que validar, justamente, este veto y, la posición que a su vez toma nuevamente la 
Junta de rechazarlo por improcedente reafirma lo correcto de su proceder. Por respeto y en defensa de esa 
institucionalidad es que estamos representando, por supuesto, al Partido Nacional, pero a la Junta de 
Maldonado. 


SEÑORA ZUMARÁN.- Quiero agradecer que nos hayan recibido como Ediles de la Junta 
Departamental de Maldonado. 


Supongo que lo importante, y es lo que le interesa a esta Comisión de la Cámara, es que sepamos de qué 
estamos hablando. Me refiero a un contrato celebrado por la Intendencia de Maldonado con una empresa 
privada, dándole el monopolio, justamente lo que refiere a la publicidad, por tres años. Al respecto hemos 
dicho que es un contrato inconveniente para el departamento e ilegal. 


Por un lado, inconveniente porque ya hoy existen en Tribunales juicios en perjuicio del Gobierno de 
Maldonado; y, además, porque le da a una sola empresa, a una sociedad anónima, el monopolio en la 
publicidad por tres años, lo que significa el manejo de cifras millonarias, sobre todo en el este de nuestro 
país. 


Por otra parte, ilegal porque comienza con un procedimiento de iniciativa privada que, luego, sin dar 
explicaciones, termina en una contratación directa, violando sin duda el TOCAF en primer lugar, porque se 
esgrime una causa de urgencia que no se explica y que, además, no es certificada por el Tribunal. También se 
distorsiona el concepto de convenio patrocinio, que es un instituto que ha regido en nuestro departamento -no 
en el sentido que se le está dando-, porque sin duda alguna esta empresa que hace publicidad en el 
departamento, en los canteros de nuestras avenidas o en las ramblas de nuestras playas, no está haciendo 
ninguna contraprestación en esos lugares. 


Por supuesto, también hay dos resoluciones del Tribunal de Cuentas, lo cual es muy importante. El órgano de 
contralor por excelencia establece que este contrato es nulo y, sin embargo, el Intendente no escucha la voz 
del Tribunal; es más, expresamente está declarando que va a seguir con este contrato a pesar de la resolución 
del Tribunal de Cuentas y también sin lograr la anuencia de la Junta Departamental. 


Nosotros creemos que este contrato es ilegal, además de inconveniente, y por lo tanto, así como lo expresaron 


el Tribunal de Cuentas y la Junta Departamental, consideramos que es nulo. Entonces, vaya si es importante 
lo que resolvió la Junta. 


SEÑOR LACALLE POU.- Cuando la señora Edila Zumarán habla de juicios que han sido 
sustanciados contra la Intendencia Municipal de Maldonado me gustaría saber por qué, es decir, si es 
se trata de particulares, de empresas, etcétera. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Ante qué Juzgados? 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Diputado Orrico me formula esta pregunta, pero antes voy a 
terminar con lo que quería decir. 


Esta interrogante que le hago a la señora Edila Zumarán también se la formulé a los señores Ediles del 
oficialismo, así como a quienes se acaban de retirar. 


(Diálogos) 


En el petitorio del recurso interpuesto, solicita en el numeral 2) que se comunique en forma 
inmediata a la Junta Departamental y a la Intendencia Municipal de Maldonado [...]", suponemos que 
buscando un efecto suspensivo de algo que supuestamente se cree que carece de efecto jurídico. Esa 
sería otra discusión para plantear aquí en otro momento. 


En la sucesión de actos -algunos con forma que puede ser discutible desde el otorgamiento-, la primer 
resolución de la Junta es que caiga ese otorgamiento. Me refiero al ya famoso veto del Intendente y el 
levantamiento del veto o la devolución por improcedente; la forma es la misma. Supuestamente, en la 
realidad deberían haber sucedido determinadas situaciones, por ejemplo, que quede en suspenso el 
otorgamiento de esta concesión directa a Satenil. Queremos comprobar o reafirmar esto. 


Según nos dicen, en ningún momento el Intendente Municipal firmó una resolución en la cual se mantenía 
congelado el efecto de esta concesión por existir estos actos jurídicos, tanto de la Junta como este recurso 


presentado ante la Cámara de Representantes. Quisiera saber si es así, y que evaluación les merece como 
Ediles Departamentales. 


Gracias señor Presidente. 


SEÑORA ZUMARÁN.- En este proceso que se dio con Satenil -digo esto para explicar el tema de los 
juicios- sucedió que desde el período pasado había algunas empresas que, justamente, estaban 
realizando este servicio con la Intendencia; luego, de parte de algunos directores de la Intendencia 
continuaron con esas decisiones y conversaciones con estas empresas para que ellas siguieran 
prestando este servicio de las paradas de ómnibus, otorgando publicidad a cambio. Si uno mira los 
expedientes -que es lo que nosotros estudiamos en la Comisión Investigadora- puede observar que hay 
dos que son simultáneos: uno es con Satenil y el otro es con estas empresas que, reitero, ya estaban 
contratando con la Intendencia y prestando los servicios. Estas empresas, ya durante este Gobierno 
convienen con la Intendencia seguir realizando su trabajo; sin embargo, llega un momento en ese 
expediente en que se les dice que todo vuelve para atrás: ustedes no pueden prestar más servicios aquí. 
Inclusive, puedo decir que las conversaciones se dieron entre el Director de Tránsito de la Intendencia 
y se les dice que esto no va a estar más en la órbita de tránsito sino en la órbita del propio Intendente. 
Si uno mira las fechas de esos dos expedientes puede ver que estos se cruzan, justamente cuando 
Satenil comienza este expediente en la Intendencia de Maldonado. 


Estas empresas se ven perjudicadas económicamente porque se deja el contrato de lado y, a la vez, según lo 
que han declarado en la Comisión Investigadora, creen que podrían haber competido si hubiese habido una 
licitación para presentarse en lo que refiere a estos servicios y que hubieran podido contratar con la 
Intendencia. Reitero que se ven perjudicadas, y son las que inician los juicios contra el Municipio. No sabría 
decir en qué Juzgado, pero con mucho gusto averiguaré dicho dato, para luego hacérselo llegar. 


SEÑOR ORRICO.- Aclaro que está mal decir Juzgado. 


Agradezco al señor Diputado Lacalle Pou que me haya ahorrado la pregunta. Mi idea era saber si era del 
TCA o de dónde; pero esto no importa. La explicación de la señora Zumarán es más que suficiente. 


SEÑOR LAVENTURE.- Según lo que se nos ha informado esto es inédito en la historia del propio 
Tribunal de Cuentas. La Intendencia no levanta los efectos suspensivos de los recursos presentados por 
las empresas, lo cual en forma inmediata ya avalaría la nulidad del contrato. 


Reitero que esto no tiene antecedentes en la historia del Tribunal de Cuentas. Las empresas interponen los 
recursos y la Intendencia se olvidó de levantarla. 


SEÑOR CASARETTO.- Un tema clave: hoy la situación que se da en lo relativo a este acto 
administrativo, que ha llevado adelante la Intendencia de Maldonado, es que frente a un contrato que 
se tiene con la empresa Satenil, si se hace hincapié en lo que pide el Tribunal de Cuentas y la Junta 
Departamental, y el contrato cae, el Gobierno Municipal va a ser pasible de un juicio. Pero si por otro 
lado se sigue adelante con este contrato, habiendo violado todo lo relativo al llamado a licitación y 
habiendo hecho caer contratos que existían, ya hoy la Intendencia está siendo pasible de juicios 
millonarios. O sea, ¡vaya tema que tiene para analizar, aunque sea tangencialmente y sin entrar en el 
fondo del asunto, esta Comisión Parlamentaria! Estamos hablando de millones de dólares y de 
decisiones que, en definitiva, van a beneficiar a un privado o a otro, por haber hecho las cosas 
erróneamente. 


¿Estoy equivocado en la interpretación que hago o es así? 


(Interrupción de varios señores Representantes) 


SEÑORA ZUMARÁN.- Es exactamente como dice el señor Diputado Casaretto: sin duda en este 
momento es pasible de juicios millonarios. 


Acá hay una resolución de la Junta Departamental, una resolución del Tribunal de Cuentas y -como decía el 
Edil Laventure-, cuando se interponen los recursos administrativos, lo primero que hay que hacer -como los 
señores Diputados sabrán- es levantar el efecto suspensivo de ese recurso. Esto no fue hecho por la 
Intendencia de Maldonado; no levantó el efecto suspensivo de los recursos y, sin embargo, el contrato siguió 
en vigencia. Entonces, es claro que cabe la posibilidad de que haya juicios. 


SEÑOR LAVENTURE.- Quisiera complementar lo que decía la señora Edila Zumarán. 


Acá hay algo claro y es que Maldonado ya perdió, el pueblo de Maldonado ya perdió; y digo esto porque 
vamos a perder un juicio u otro. Ahora bien; lo podemos perder dentro de la legalidad o persistiendo en la 
ilegalidad. Esa es la decisión en la que lamentablemente el señor Intendente se equivoca y vamos a perder 
dentro de la ilegalidad, pero el pueblo de Maldonado ya perdió. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Simplemente, deseo hacer la misma aclaración que el señor Diputado 
Orrico. 


Nuevamente se ingresó en el fondo del asunto; es claro que el contrato -es decir, cualquier contrato- no es el 
tema objeto a estudio de esta Comisión que eventualmente la Intendencia de Maldonado haya realizado. 
Nosotros tenemos una impugnación de una resolución emanada de la Junta Departamental de Maldonado; ese 
es el tema. El único tema que tiene esta Comisión. Y, efectivamente, sería bueno que cumpliéramos las 
formas y los mandatos constitucionales cuando tratamos estos temas. 


También deseo reiterar que por esas razones -Independientemente de todos los elementos que acá se han 
vertido: ni por la vía de las preguntas ni por la vía de los comentarios- vamos a ingresar en el fondo del 
asunto, lo cual obviamente no implica que no tengamos opinión. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la Edila Zumarán para contestar la segunda consulta 
planteada inicialmente por el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑORA ZUMARÁN.- No hay ningún efecto suspensivo del contrato. Es más; hemos visto como 
trabaja Satenil en Maldonado. Lo único que ha habido es este recurso que se ha presentado acá en la 
Cámara; por parte del Intendente no hay ninguna decisión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Deseo agradecer a los señores Ediles por acompañarnos en el día 
de hoy. 


Haré una pequeña aclaración para la versión taquigráfica. La Edila Zumarán hacía referencia a que había 
contratos vigentes en el período anterior; después hizo referencia a que directores estaban negociando 
paralelamente un contrato con una empresa y que en el despacho de Intendentes se estaba negociando otro 
contrato con la empresa que hoy es objeto de todo este lío de resoluciones y decretos e impugnaciones. 


Quiero que quede claro en la versión taquigráfica que el director al que nos referimos es el de esta 
Administración, es decir, el actual, y es quien firmó un convenio que tuvo una entrega a cuenta por material 
de publicidad, lo que luego quedó sin efecto y eso lleva a que estos juicios sigan adelante. 


Hablaré sobre la cuestión que nos ocupa que es el expediente y el recurso. 


La Junta Departamental que ustedes integran y vienen representando por parte del Partido Nacional tomó una 
resolución; una resolución por la que se le pide al Intendente que deje sin efecto el contrato con la empresa 
Satenil. A su vez, hubo una actuación. 


Al respecto formulé una pregunta en el día de hoy al Presidente y creo que hace al fondo de la cuestión, más 
allá de que nosotros no tenemos competencias para juzgar la actuación. 


Creo que es importante que la opinión de los señores invitados quede plasmada en la versión taquigráfica. Me 
refiero al cuestionamiento que hacen los recurrentes, es decir, los que recurrieron a la actuación del 
Presidente; en definitiva no solo se está cuestionando la actuación del Presidente sino la de la mayoría de la 
Junta Departamental. 


En este sentido, les pediría que expliquen cuál fue la actuación que le cupo al Presidente de la Junta; ello 
también es una forma de validar y dejar sentada la legalidad de la actuación de la Junta y de su Presidente. 


SEÑOR LORENZO.- El punto que plantea el señor Diputado Rodríguez Servetto es pertinente. A 
posteriori plantearé a los invitados que respondan lo que acaba de preguntar. ¿Qué es lo que tenemos 
que estar tratando acá? ¿Cuál es la opinión de la bancada oficialista en esta Comisión respecto de lo 
que tenemos que tratar? 


SEÑOR ORRICO.- No voy a contestarle ahora delante de invitados. Reitero, claramente, que la 
bancada oficialista no va a contestar delante de invitados cuál es el objeto del recurso, lo que ustedes ya 
conocen. Es clarísimo cual es para nosotros el objeto del recurso, pero no nos vamos a pelear con 
invitados ni delante de invitados. 


Cuando llegue el momento adecuado vamos a discutir el tema. Ello es clarísimo -hasta se encuentra escrito- y 
consta en las versiones taquigráficas cuál es la posición de la bancada oficialista. No hemos ocultado nada en 
ningún momento. 


Yo creo que no debemos confundir la gentileza y la caballerosidad con ciertas cosas que me parece no están 
bien. He dicho; ya lo dije delante de los otros invitados; y lo digo delante de los amables invitados que 
tenemos ahora: acá nos encontramos en una reunión para formular preguntas a quienes son recurridos o 
recurrentes. 


Es cierto que los amables invitados que ahora están presentes no han tenido una invitación formal, pero me 
parece correctísimo que los estemos recibiendo; eso es absolutamente claro y aquí nadie va a hacer problema 
con la forma en aspectos procesales de notificación; eso es clarísimo. Pero reitero mi posición en cuanto a 
que desde hace doce años y medio, que por lo menos yo integro esta Comisión, se mantiene la tradición de 
que delante de invitados no se discute sino que se les pregunta a los efectos de que uno pueda comprender las 
dificultades que atraviesan a través de sus expresiones, lo cual no significa una toma de posición. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LORENZO.- Hablando de gentileza y respeto -yo, en general, otorgo las interrupciones- 
pienso que no es correcto que se me corte el uso de la palabra cuando estoy formulando un planteo. Me 
parece que ello, por lo menos, no se condice con esa gentileza. 


Mi comentario viene a cuenta del que había hecho el señor Diputado Salsamendi. Resulta que acá, cuando 
entramos a considerar el tema de fondo, que es objeto de la resolución que se está recurriendo por parte de 
tres Ediles del departamento, se dice que ese no es el tema. Entonces, pregunto: ¿cuál es el tema? Nada más; 
no es para tener una discusión adelante de los invitados y creo que tengo sobradas demostraciones de mi 
parte de que trato de contribuir al funcionamiento de la Comisión y no de distorsionar; por consiguiente, no 
acepto bajo ningún concepto el tono de la interrupción que se me hizo sin que yo la otorgara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa pide disculpas, porque consideró que el señor Diputado asintió 
haber otorgado la interrupción. 


Reitero que el objeto de la reunión es el decreto de la Junta Departamental N* 3819 y las resoluciones de las 
sesiones de los días 10 y 15 de enero. 


SEÑOR LAVENTURE.- Voy a contestar la pregunta del señor Diputado Rodríguez Servetto, porque 
nos permite profundizar lo que decíamos al inicio. 


Nosotros respaldamos con nuestro voto y el conjunto del Partido Nacional respaldó con su voto la posición 
del Presidente de la Junta Departamental. También es bueno recordar que tuvo que reintegrarse a sus 
funciones en medio de una situación personal muy difícil que supongo todos conocen y que no viene a 
colación en este momento. 


Esto no es un tema partidario sino que es un asunto de convicciones democráticas y de apego al buen 
funcionamiento de las instituciones. 


Volviendo a lo citado anteriormente, el Presidente tuvo que suspender su licencia y reintegrarse ante el cariz 
que tomaba la situación en la Junta Departamental, Presidida en ese entonces por la Edila Marlene Chanquet, 
quien estaba tergiversando de una forma grosera lo que el plenario había votado en su momento. 


El señor Presidente tuvo el respaldo del Partido Nacional por su actuación y queremos dejar constancia de 
ello. Lo hizo en forma correcta, en forma ajustada a la ley y su actuación permitió -quizás ello se hubiera 
logrado antes si hubiera habido una respuesta distinta de parte del Ejecutivo-, por lo menos, empezar a 
corregir el desastre generado a partir del otorgamiento a la empresa Satenil de la concesión monopólica e 
ilegal de la publicidad en los espacios públicos de Maldonado. 


SEÑORA ZUMARÁN.- Me gustaría recalcar que el Partido Nacional apoyó en forma expresa lo 
actuado por el Presidente de la Junta Departamental. Consideramos que es fundamental que se respete 
el Reglamento de la Junta, que es lo que hasta ese momento veíamos que se estaba violando por parte 
de la Presidenta interina. Ante esto el Partido Nacional respaldó expresamente todo lo actuado por el 
Presidente Gastón Pereira. 


Creo que acá lo fundamental -reitero un poco lo que dice mi compañero- no es una interna partidaria sino lo 
institucional. Estamos defendiendo la institución Junta Departamental y por eso nos pareció fundamental 
expresar el apoyo a todo lo actuado por el Presidente de la Junta Departamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de los invitados y asimismo les pedimos disculpas por 
los escasos márgenes de tiempo que hemos tenido para este intercambio debido al funcionamiento de la 
sesión de la Cámara de Representantes, en simultáneo con esta Comisión. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala una delegación de Ediles de la Junta Departamental de Maldonado) 


(Ingresa a Sala la Directora General de Jurídica Notarial de la Intendencia Municipal de Maldonado, doctora 
María del Carmen Salazar) 


Damos la bienvenida a la doctora María del Carmen Salazar, para referirse al tema que la 
Comisión tiene a consideración, y le ofrecemos la palabra para que nos traslade los puntos de vista de 
la Intendencia Municipal de Maldonado sobre el tema. 


SEÑORA SALAZAR.- Buenos días. 


He sido convocada por el recurso interpuesto por un grupo de Ediles, al amparo del artículo 303 de la 
Constitución de la República, por un decreto que fue votado en la Junta Departamental de Maldonado, cuyo 
texto básicamente tiene tres ítems. En el numeral 1” se dispone: "Decrétase el cese inmediato del contrato 
suscrito con la empresa Satenil [...]", etcétera, etcétera; en el 2”: "Elévese copia de la versión taquigráfica de 
fecha" [...] "a efectos que el mismo determine las responsabilidades, [...]", etcétera, etcétera, y el 3* dispone: 
"Anótese en el Libro de Actuación de Proveedores, la conducta observada por Satenil [...]". 


Este decreto es comunicado por la Junta al Municipio y el Intendente, en uso de sus facultades, interpone el 
veto sobre él en base a varias razones: primero, como dice la Constitución, "opone las observaciones", y digo 
esto para utilizar el mismo lenguaje. 


Cuando nosotros analizamos este decreto, más allá de la discusión que se dio después de haber sido 
interpuestas las observaciones acerca de si era decreto o resolución -si uno ve las versiones taquigráficas 
hablan de decreto; si uno lee el texto de lo que es remitido al Ejecutivo Comunal habla de decreto-. lo que 
entendemos en cuanto a su contenido, es que se trata de una cosa sui géneris, anómala, bastante extraña si se 
quiere desde el punto de vista jurídico, empezando porque la Junta Departamental no tiene competencia para 
decretar el cese de un contrato suscrito entre partes de las cuales ella no formó parte. Es decir, cualquier 
contrato suscrito entre, como en este caso, una empresa y el Municipio, podrá rescindirse a través de los 
mecanismos jurídicos pertinentes, pero no por decisión de una mayoría de una Junta Departamental. 


El contrato, como tal, fue realizado por el ordenador competente, es válido, eficaz, etcétera, y por eso en 
algún momento nosotros expresamos acá que fue un procedimiento sui géneris, anómalo en todo caso, esto 
de decir por parte de la Junta que se decreta el cese de un contrato. Existen, sí, mecanismos, por supuesto; 
hay un acto de nulidad ante el TCA, por ejemplo la resolución que dictaminó la realización de ese contrato; 
existe el Poder Judicial, pero no es posible que la Junta como tal... 


En cuanto a razones de mérito, en base a que todo acto administrativo debe tener razones de legalidad y de 
mérito, dentro del propio expediente, además, había informes de las distintas Direcciones opinando sobre la 
conveniencia o no conveniencia de realizar este tipo de contrato. 


En definitiva, lo que nosotros analizamos es que, más allá de que el decreto como tal, del punto de vista 
formal no cumplía con los requisitos para ser un decreto, es decir, no era un acto regla, general y abstracto, 
sino que estaba circunscripto a una situación en particular, aun así el contenido que tenía excedía totalmente 
las facultades del Legislativo. 


Y ni que hablar de los otros ítems. Por ejemplo, en el numeral tercero se dice que se incorpore el Libro de 
Actuación de Proveedores -y ese tampoco es el nombre-, no existe este libro dentro de la Intendencia; 
suponemos que quisieron hacer referencia al Registro de Adjudicación de Licitaciones y la incorporación a 
este Registro en realidad requiere, primero, que se constate el incumplimiento de la empresa, luego la vista 
que le da la defensa a la empresa para que haga las observaciones que quiera, y recién después se lo 
incorpora porque, en cierta medida, es un castigo. Una Junta Departamental tampoco puede, porque sí y sin 
darle vista, decidir que se incorpore a este Registro. 


Por lo tanto, se emite la resolución de fecha 19 de diciembre, por la cual se observa por razones de forma y 
de fondo el decreto departamental y se remite a la Junta. Una vez que es remitido a la Junta se realiza una 
sesión y se presentan mociones; ahí hay todo un conflicto en cuanto a las mociones que se presentaron; a 
cómo se fueron realizando las votaciones y a las actas, el acta que vino a la Intendencia. Nosotros, como 
Intendencia Municipal no nos metimos en ese conflicto sino que tomamos el acta que formalmente la Junta 
nos remitió, que es una resolución que dice que se devuelvan por improcedentes las presentes actuaciones y 
en la misma acta se establece que la votación fue por mayoría de 17 votos en 31. 


Cuando nos llega esto, nosotros volvemos a hacer un estudio de la situación. Habíamos analizado que ante 
ese decreto -para usar la misma palabra que en su momento utilizó la Junta, la que nos había remitido, que es 
bastante anómalo, lo que es una forma bastante sui géneris de expresarse al respecto, pero así lo llamaron- el 
mecanismo que teníamos para utilizar era exactamente el de oponer las observaciones, como dice la 
Constitución; observamos que la Junta como tal cambió el término y dijo que no era un decreto, que era una 
resolución, pero más allá de eso, aunque fuese una resolución, la observación que había sido remitida por el 
Ejecutivo -según lo establece la Constitución- requería un mínimo de votos para poder ser levantada y, como 
también dice la Constitución: obtenida esa votación el decreto se tiene como promulgado. Analizamos que 
esa votación no se obtuvo, porque surge de la propia acta que es remitida y, por lo tanto, el Decreto N* 3819, 
que creo que es el número que se le puso, nunca consiguió ser promulgado por el hecho de que no 
consiguieron los votos para poder levantar las observaciones del Ejecutivo. 


Por lo tanto, luego de hacer este análisis, el expediente con el veto interpuesto pasa al archivo, se saca una 
nueva resolución en la que más o menos se dispone que el artículo 160 establece que los decretos de los 
gobiernos departamentales tienen naturaleza de actos legislativos, y para seguir con el fundamento diré que 
se plantearon las observaciones, que no fueron levantadas y por lo tanto el decreto no entró en vigencia. 
Entonces, de acuerdo a toda esta normativa legal se procede al archivo del expediente donde está el decreto 
con el veto interpuesto. 


SEÑOR LORENZO.- Si entendí bien la clara exposición que hizo la señora Salazar, preguntaría cuáles 
son los motivos por los que se vetó o se considera que la resolución de la Junta no cumplía con el 
requisito de ser una norma general abstracta. Pero ella hizo referencia al contrato firmado, que era el 
objeto de ese decreto de la Junta, o como se le llame de acuerdo a quien venga a explicarlo 


Un contrato es una herramienta, es una instrumentación de otra resolución. Quiero que la señora especifique 
qué naturaleza tiene la resolución del Intendente que luego dio lugar a la firma del contrato; si es una 
concesión, una autorización, etcétera. Porque después eso será relevante del punto de vista de los actos de la 
Junta, tanto legislativos como de contralor. Entonces, es importante dilucidarlo, porque no es que haya un 
contrato que un día el Intendente se levanta y lo firma; es que antes hay un proceso, con una resolución del 
propio Intendente, definiendo que el contrato se va a firmar con equis, de acuerdo a un proceso dado, que 
debe haberse discutido bastante. 


Quiero que la señora, en su condición de Directora General de Jurídica Notarial, comente, en su opinión, qué 
naturaleza tiene ese acto del Intendente que da lugar a posteriori a la firma del contrato. 


SEÑORA SALAZAR.- Es una resolución que tiene exactamente las mismas características que el resto 
de las resoluciones que toma el Intendente, y uno trata de analizar el mérito que tiene y su pertinencia. 
En este caso, es una resolución por la que se decide celebrar un convenio de patrocinio con esta firma. 
Lo que se hace luego es la instrumentación de esa resolución. 


SEÑOR LORENZO.- Más allá de la forma de resolución, naturalmente, todas las decisiones del 
Intendente en el ejercicio de sus poderes jurídicos son resoluciones, pero son de distinta naturaleza: 
concesiones, autorizaciones, etcétera. A eso me refería. 


La señora Salazar hizo referencia a que es un convenio de patrocinio y me gustaría -si quiere; no tiene por 
qué responder mi inquietud si no tiene claro qué naturaleza tiene- que me dijera si es una concesión, si es una 
autorización; es decir, qué naturaleza tiene esa firma de un convenio de patrocinio. 


SEÑORA SALAZAR. Es un convenio de patrocinio, es decir, no es una concesión; tampoco se trata de 
una mera autorización. 


Lo primero que voy a aclarar es que, en realidad, yo fui citada para hablar exactamente sobre lo que había 
sido el decreto y la observación y, por lo tanto, lamentablemente no traje los antecedentes; en todo caso, si 
quisieran aunar en ese tema puedo venir en otra ocasión con este material, lo que va a ser mejor. 


Básicamente, el convenio de patrocinio es un convenio que integra el ordenamiento jurídico departamental a 
través de una ley de presupuesto que se aprobó, si no me equivoco, en el primer período de Burgueño, no lo 
recuerdo bien, y que en su momento fue votado por la Junta Departamental; que fue utilizado por la 
Intendencia Municipal de Maldonado en diecinueve ocasiones y tiene esa naturaleza de convenio. En 
realidad, muchas veces uno utiliza la palabra convenio o contrato, pero si entramos a afinar un poco sobre el 
tema, se trata siempre de contrato porque es acuerdo de voluntades. 


SEÑOR LORENZO.- Yo pediría que lo que ofrece la doctora en lo referido a la regulación de los 
convenios de patrocinio efectivamente se aporte a la Comisión, porque de alguna manera eso nos va a 
permitir analizar si estamos ante un contrato celebrado normalmente o si estamos ante una concesión, 
más allá del nomen juris que se le dé, porque, en definitiva, acá hay mucha discusión sobre eso: sobre 
lo que es decreto o es resolución; sobre lo que es contrato o es concesión, y es relevante a efectos de 
saber si acá tenemos algo para hacer en ese punto y en la consideración del recurso que interponen los 
Ediles contra la resolución o el decreto de la Junta, contra la resolución del contrato o convenio que 
firmó la Intendencia. Ese material es necesario e importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que ya estamos pasados del horario autorizado por la Cámara, 
actualmente en funcionamiento. 


SEÑOR CASARETTO.- Primero quiero decir que lo que plantea el señor Diputado Lorenzo y lo que 
ofrece la Directora Salazar es oportuno. 


Yo tuve ante mi la resolución que firma la doctora Salazar y verdaderamente -no soy abogado, soy médico, 
pero sí me asesoro- me han dicho que han sido tomadas pocas resoluciones de ese tipo; que es algo 
anecdótico. 


Comienza hablando de la ley de iniciativa privada, lo cual debería llevar de la mano a un procedimiento 
competitivo. En el mismo informe, en la misma carilla, se termina con un convenio de patrocinio, pero ese no 
es el tema que nos ocupa. 


Me pareció bien el planteo formulado por el señor Diputado Lorenzo en cuanto a poder conocer el tema, ya 
que no termina acá, y los Diputados tenemos que estar al tanto de muchos temas. Algunos nos pueden 
preguntar de qué se trata: uno que es de Maldonado lo conoce, pero los que no lo son sería bueno que lo 
conocieran. 


Ahora, frente a las expresiones de la Directora Salazar respecto a la resolución de la Junta sui géneris, 
anómala, irregular, que excede las facultades del Legislativo, todo lo que yo tomé específicamente que la 
Directora decía, ¿por qué el Ejecutivo lo veta? Si esto no es decreto, si esto es anómalo, si esto fue sui 
géneris, si esto excedió las facultades, ¿por qué el Ejecutivo veta? 


(Interrupciones) 


Cuál es el motivo por el que hay un veto, que es un acto administrativo que está ratificando la 
resolución de la Junta? Porque si fuese como la señora Directora ha dicho aquí en la Comisión en 
cuanto a la irregularidad, se archiva, se devuelve, pero no se toma ningún procedimiento 
administrativo. Sin embargo, aquí se vetó. Por lo tanto, si se vetó, esto significa un decreto, lo que la 
señora ha dicho desde que entró: "el decreto, el decreto, el decreto", que después trató de explicar por 
qué no es un decreto, pero de hecho asume que es un decreto; y lo asume la Directora y el Municipio 
desde el momento que realiza el veto, el acto administrativo de vetar, que después termina en todo esto 
que la Comisión tiene a estudio. 


Esa es la pregunta fundamental que yo quiero realizar. 


SEÑORA SALAZAR.- Primero; utilizamos la palabra decreto porque en realidad es lo que dice la 
propia Junta; la Junta, o la mayoría que votó esto -vamos a especificar-, dice que es un decreto y la 
discusión parlamentaria dice que es un decreto. Por lo tanto, uno lo recibe, si bien formalmente no 
cumple con los requisitos para hacerlo, porque dicen que es un decreto y en cuanto a su contenido, si 
fuera un decreto excede, pero no importa; fue ese el lenguaje que le dio la mayoría de la Junta cuando 
votó esto, y por lo tanto nosotros lo utilizamos. 


Y le digo: ¿por qué entonces lo vetamos? Por una razón muy sencilla: si usted fuera abogado y no médico, 
cada vez que tiene una sentencia que analiza y ve que está mal -uno a veces dice: "esta sentencia es un 
mamarracho, esto es un disparate", el mecanismo legal que tiene para defenderse de esa sentencia es la 
apelación, son los recursos. Entonces, es el mecanismo con que uno cuenta para poder expresar lo que piensa 
de eso y darle los efectos jurídicos que tiene: por ejemplo, que vaya a un Tribunal y que el Tribunal diga: 
"Revóquese esa sentencia”. 


Acá hicimos exactamente lo mismo. Nosotros tenemos un acto jurídico de la Junta Departamental, ellos 
dicen que es un decreto; si uno lo analiza, en realidad tiene diferentes fallas por varios lados; pero, lo 
tomamos, es un decreto y está bien. ¿Cuál es el mecanismo que nosotros tenemos? El que establece la 
Constitución; la Constitución nos da la posibilidad de oponer las observaciones y es lo que hicimos. 


SEÑOR CASARETTO.- Agradezco la aclaración a la doctora Salazar. Yo no soy abogado; por suerte 
no opté por esa vocación. 


Da la casualidad que la misma palabra que la señora Directora utilizó, de mamarracho, es la que acaba de 
usar el señor Presidente de la Junta refiriéndose a la resolución que la señora firma respecto a la adjudicación 
a esta empresa. Yo no entiendo nada de leyes; ahora, se me arma una confusión tremenda: ¿el mamarracho lo 
hizo la Junta? El mamarracho lo hizo la Intendencia?... 


SEÑORA SALAZAR.- Perdón; yo no firmé ninguna resolución. 


SEÑOR CASARETTO.- Sí; usted firmó una resolución que la eleva al Intendente en la cual especifica, 
después del desvío de todas las Direcciones en una semana -ocho Direcciones que se expresan sobre el 
contrato con Satenil-, usted es la que hace el último informe, lo firma y lo eleva al Intendente... 


(Interrupciones) 


...y lo eleva al Intendente. Bueno, vio: por suerte, vuelvo a tener a los catedráticos de esta Cámara 
que siempre nos ilustran. 


Por suerte, en esta Cámara tampoco hay debates de medicina -lo digo con muchísimo respeto- porque de lo 
contrario... 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los señores Diputados que no dialoguen. 


SEÑOR CASARETTO.- El señor Diputado Orrico siempre toma mis expresiones como una agresión y 
yo, que lo he escuchado hablar en esta Cámara, respeto sus opiniones jurídicas porque para mí son 
importantes y nunca le he faltado el respeto; lo escucho. Me ha sido muy ilustrativo en muchas 
oportunidades, y usted lo sabe, señor Diputado; y no estoy buscando ninguna chicana política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los señores Diputados que traten de no aludirse. 


SEÑOR CASARETTO.- Lo haré en la medida que no me interrumpan. 


Voy al tema de fondo. Si hubo una irregularidad, como la Intendencia dice, en cuanto a la resolución de un 
organismo como la Junta Departamental, que es la otra pata del Gobierno Departamental, también lo hubo 
desde el momento que la Intendencia veta la irregularidad; continuó la irregularidad. Y por más términos 
jurídicos e instancias que pueda haber después, planteamientos y sentencias, aquí hay que optar por un 
camino: o esto es un decreto y lo veto, o no lo es y lo devuelvo por improcedente, lo archivo, o todos los 
caminos que se deba seguir. Porque, en definitiva, las sentencias hoy vienen por otro lado. 


Yo recién decía a otros integrantes de la delegación que hoy la gran disyuntiva en el departamento de 
Maldonado es que sea cual sea el final de esta historia, el Gobierno Departamental se va a comer un juicio 
millonario. Si hoy cae el convenio con Satenil, la empresa Satenil por contrato nos va a hacer un juicio 
millonario. Y si hoy no cae este contrato con la empresa Satenil, las otras empresas que ya están haciendo el 
juicio -y usted lo sabe como Directora de Jurídica- también van a ocasionar al Municipio y al departamento 
en su conjunto una pérdida millonaria. 


Entonces creo que ha sido una pésima resolución, un pésimo asesoramiento, en su caso personal hacia el 
Intendente aconsejando la realización de este contrato. Y bueno, yo tengo aquí presentado, en esta propia 
Comisión -no es el momento de plantearlo- que se reglamenten de una vez por todas, señor Presidente, los 
artículos 24 y 25 de la Constitución, que son los que dicen que cuando funcionarios públicos ocasionan a los 
Gobiernos Departamentales o Nacionales exoneraciones de dinero onerosas, terminen pagando de su bolsillo. 
Porque estos dineros los va a pagar el pueblo de Maldonado, por resoluciones que todo el mundo les dijo que 
estaban mal: el Tribunal de Cuentas, la Junta Departamental, los partidos de oposición y el partido de 
Gobierno; y se siguió adelante. Y esta circunstancia que estamos viviendo hoy termina mal del lado que se la 
mire, olvidándome de los colores políticos y de las pulseadas políticas. Juicio, para un lado o para el otro, se 
termina con una erogación de recursos muy importante, y para eso no preciso ser abogado, simplemente con 
mi título de médico me basta. 


(Interrupción del señor Diputado Lacalle Pou) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les reitero la exhortación a mantener el intercambio en un marco de respeto, 
más allá de los tonos y los estilos personales. Asimismo, informo al señor Diputado que esta Comisión 
ya ha votado el proyecto de ley que reglamenta los artículos 24 y 25, así que lo exime de esa tarea. 


SEÑOR CÁNEPA.- Como estamos pasados de la hora que nos autorizó la Cámara de Representantes - 
en este momento, en la Cámara estamos con el tratamiento de la Rendición de Cuentas del año 2006- 
voy a ser muy breve. 


Simplemente voy a repetir lo mismo que han dicho los compañeros en nombre de la bancada del Frente 
Amplio con los demás visitantes y aclarar algunas cosas. 


En primer lugar, yo respeto a todos los señores Diputados, tanto a los miembros de la Comisión como a los 
que no lo son y que pueden hacer uso de la palabra, pero nosotros habíamos decidido -como se hace 
normalmente en esta Comisión- que al recibir a los invitados se les hacen preguntas con respecto a aclarar 
algunos puntos sobre los cuales se quiere tener mayor información, pero no entramos en el debate frente a los 
invitados. Eso es parte de la tradición de la Comisión; nadie lo obliga, por supuesto que no hay un 
reglamento que lo establezca y por supuesto que hay libertad de los legisladores de hacerlo. Pero lo que 
siempre ha acordado esta Comisión es que nosotros nos íbamos a ceñir a lo mismo, a los efectos de que el 
debate, que por supuesto será sobre los aspectos que establece la Constitución en el artículo 313, con respecto 
a la legalidad de lo que se nos plantea, o si es contrario a la ley o a la Constitución y a su vez sobre el tema de 
fondo, haciendo las consideraciones políticas -porque este también es un ámbito político- que correspondan 
en el momento que corresponda: nuestro silencio es a los efectos, que quede claro, de no entrar en el debate 
de fondo, no porque no tengamos opinión, sino por cumplir estrictamente con lo que hemos cumplido en 
todas las oportunidades en esta Comisión con todos los invitados, que es la posición de no discutir frente a 
ellos sino de debatir en el momento que la Comisión lo considere oportuno y que sería el momento de 
discutir a fondo este asunto. 


Quería dejar constancia de esta aclaración, por supuesto con la libertad que todos los señores Diputados 
tienen de hacer lo mismo, y en su momento y en su oportunidad esta bancada va a dar, no solo su opinión, 


sino el debate que se considere que sea necesario dar en esta Cámara de Representantes. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LACALLE POU.- En este acontecer de sucesos, algunos jurídicos, otros avalados como 
carentes de efecto jurídico, hay uno que llama la atención -que ha sido reiteradamente nombrado aquí- 
que es el veto por las dudas del Intendente de Maldonado. 


Me gustaría que, como asesora del Gobierno Municipal en materia jurídica, me respondiera por qué se 
procedió así por parte del Intendente de Maldonado; si es que el decreto de la Junta Departamental carecía de 
validez jurídica, por qué la Intendencia, ante la nada jurídica, reacciona y emite un veto. 


Me gustaría saber cuál es el criterio jurídico porque, hasta ahora, lo desconozco. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. Discúlpeme señor Diputado Lacalle Pou pero yo interpreto que esa duda que 
usted tiene ya fue respondida ante el mismo cuestionamiento realizado por el señor Diputado 
Casaretto. 


Por supuesto que la doctora es libre de responderle, pero ello ya fue.... 
SEÑOR LACALLE POU.- Discúlpeme señor Presidente, pero yo pregunto lo que se me da la gana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto; yo simplemente aclaro y solicito no reiterar consultas, por una 
cuestión de tiempo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Haré una consulta muy breve y concreta; porque se ha hablado 
de la nulidad del acto de la Junta, ya lo preguntó el señor Diputado Lacalle Pou, y esto va en el mismo 
sentido. Pero también quiero preguntar a la doctora -esto lo responde si quiere porque no fue citada 
para ello- si ante las resoluciones del Tribunal de Cuentas, que declaró nulo o neutro el contrato con la 
empresa Satenil, el contrato se ha mantenido. O sea que ante las observaciones del Tribunal de 
Cuentas, ante la resolución, decreto o voluntad política de la Junta Departamental, igual se mantiene 
este contrato y eso ha llevado -usted debe tener conocimiento de esto como Directora de Jurídica- a que 
haya empresas que ya han iniciado demandas judiciales contra la Intendencia que de seguro no vamos 
a poder ganar, justamente por los antecedentes que tenemos de la voluntad política de la Junta 
Departamental y por los dictámenes del Tribunal de Cuentas. 


Si usted quiere y puede le agradecería que me dijera por qué se desconocen las resoluciones del Tribunal. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a hacer una breve aclaración porque este concepto se ha señalado varias 
veces. 


Yo supongo que la referencia por la que se entendió que existía una nulidad en las resoluciones de la Junta 
Departamental de Maldonado deben ser -presumo- por una intervención que hiciera en alguna sesión anterior 
el señor Diputado Orrico. 


En realidad, para aclarar, se habla de inexistencia a los efectos del tratamiento del recurso; como en cualquier 
Juzgado. Cuando un Juez considera, liminarmente, que una demanda no cumple con los requisitos para ser 
admitida. Esto es estrictamente lo que se planteó, por lo tanto, si bien puede parecer un tecnicismo excesivo, 
la verdad es que nosotros, obviamente, nos tenemos que ceñir plenamente a lo que nos señala la Constitución, 
las normas de rango legal y nuestro Reglamento. Esto fue estrictamente lo que en su momento se expresó. 


Quería aclararlo porque se ha utilizado indistintamente algunos términos. Ahora se utilizaba el término 
voluntad política de la Junta Departamental; probablemente se acerque bastante más a lo que efectivamente 
ocurrió en ese caso. 


Disculpe esta pequeñísima digresión pero quiero aclarar, en lo personal -como siempre lo he hecho-, que 
cualquier señor Diputado que se encuentra acá ha sido electo por la voluntad popular; su voto vale uno como 
el de cualquier otro y no importa la profesión que tenga a ese respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a conceder la palabra a la señora Salazar y le pide disculpas, 
pero nos comunican que estamos sesionando sin autorización de la Cámara y excedidos de los plazos 
votados por ella. Apelo a su capacidad de síntesis para luego levantar la sesión. 


SEÑORA SALAZAR.- Primero; no se vetó por las dudas. Lo vuelvo a decir. 


En lo referente a la nulidad creo que ya fue contestada; nunca dijimos que eso era nulo. 


La Junta manda algo que ella dice que es un decreto; nosotros respetamos lo que dice la Junta de que es un 
decreto, más allá de que, considerándolo o analizándolo no es un acto regla, no es abstracto, no es genérico y, 
en fin, no cumple con esos requisitos. Pero como la Junta dice que es así, utilizamos los mecanismos 
constitucionales que tenemos y que es la interposición del veto. 


En cuanto a lo que alguien dijo por ahí con respecto a por qué se siguió y los juicios millonarios, etcétera y 
que seguro se van a perder. Una buena noticia que tengo es que todos los juicios que se han iniciado desde 
que está esta Administración y que han finalizado: todos los hemos ganado. Y que de veintiséis juicios que 
había, unos de antes y otros iniciados, hemos obtenido veinticuatro sentencias favorables, a pesar de no 
hemos llegado a gastar casi $ 32:000.000 en contrato de honorarios externos, como se hizo en la 
Administración anterior, que llegó a pagar US$ 300.000 a un connotado dirigente de un partido tradicional 
para defender un juicio que perdió. 


(Interrupciones) 


Ya que nos salimos, entonces lo digo. 


(Interrupciones) 


Si quieren les traigo esa lista que es muy interesante; van a ver mucha gente conocida por parte de 
ustedes y muchísimos honorarios... 


(Interrupciones) 
——_El otro punto importante es que el artículo 25 de la Constitución ya lo estamos aplicando. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le solicito a la señora Salazar que, por lo menos, se dirija a la Mesa. 


SEÑORA SALAZAR.- Señalo esto para dejar tranquilo al señor Diputado Casaretto en cuanto a que el 
artículo 25 que está pidiendo nosotros ya lo estamos aplicando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
agradece la visita de la doctora María del Carmen Salazar. 


Se levanta la reunión. 
Reglamento de la Junta Departamental de Maldonado 
CAPÍTULO VII - DE LA RECONSIDERACIÓN 


Artículo 76%) Inc. 1) No podrá volverse sobre un asunto ya votado, sino por vía de reconsideración, la que 
deberá ser planteada en la misma Sesión o en los Asuntos entrados de la primera Sesión Ordinaria que se 
celebre posteriormente a la consideración del asunto cuya reconsideración se pide. Este pedido podrá 
fundarse durante cinco (5) minutos, se votará sin debate, necesitándose mayoría de presentes para tomar 
resolución. Acordada la reconsideración, la Mesa pasará el asunto a la Comisión de Asuntos Internos para su 
inclusión en el Orden del Día (ver art. 29", inc. 2). 


Inc. 2) Para ser tratado de inmediato el asunto que se acordó reconsiderar, deberá obtener 2/3 de votos del 
total; si hubiera obtenido la mayoría absoluta se incluirá en el Orden del Día de la primera Sesión siguiente. 


Artículo 77%) Una reconsideración tendrá efecto suspensivo, salvo resolución en contrario. Esta disposición 
no se aplicará a las votaciones efectuadas sobre modificaciones reglamentarias o sobre aplicación del 
Reglamento. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


